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Exp. 917/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 917/2019.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO; INSPECTOR AUTORIZADO DE LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO.
TERCERO: “**********”


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., diecisiete de marzo del dos mil veinte. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 917/2019, promovido por el C. **********, señalando como autoridades demandadas al Inspector autorizado de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado y al Director de Comunicaciones y Transportes dependiente de dicha Secretaria y, 
R E S U L T A N D O

I.- Mediante escrito presentado ante este Tribunal el día seis de septiembre del dos mil diecinueve, el C. **********, compareció ante este Tribunal a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridades demandadas al Inspector autorizado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado y al Director de Comunicaciones y Transportes dependiente de dicha Secretaría; como tercero interesado a la persona moral denominado “**********” y, como actos impugnados los siguientes:
“La resolución contenida en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario folio **********, de 15 de agosto de 2019, emitida por el Inspector Autorizado de la Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno de Estado de San Luis Potosí, a través de la cual ordenó el depósito y custodia de un vehículo de motor, así como la determinación de la imposición de una multa, por supuestas infracciones a la Ley del Transportes Público vigente en el Estado.

El oficio de fecha 19 de agosto de 2019, con folio **********, emitido por ********** Director General de Comunicaciones y Transportes de San Luis Potosí, mediante el cual cuantifica la multa impuesta al suscrito, en importe de quinientas unidades de medida y actualización (UMA).”

II.- Mediante acuerdo de once de septiembre del dos mil diecinueve, se tuvo por admitida la demanda, por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas, para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo, de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se tendría a las referidas autoridades por dando contestación a la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 
III.- En proveído dictado con fecha nueve de octubre del dos mil diecinueve, se tuvo al tercero llamado a juicio “**********” por precluido su derecho para apersonarse a juicio, dado que no lo hizo dentro del término legal que señala la ley.

Así mismo se dio cuenta con el oficio y anexos signado por **********, en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes; y **********, en su carácter de Inspector Habilitado, ambos pertenecientes a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, recibido en el buzón de promociones de este Tribunal con folio ********** el día siete de octubre de dos mil diecinueve; mediante el cual comparecieron a dar contestación a la demanda interpuesta.
Por tanto, se tuvo a las citadas autoridades comparecientes por dando contestación a la demanda y se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifestara lo que a su derecho correspondiera.
Además, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tuvieron como pruebas de las partes, las siguientes:
A la actora:
· Copia fotostática simple del Acta de Retiro de Vehículo no concesionario/no permisionario folio **********, de quince de agosto de dos mil diecinueve, acto impugnado en el presente juicio; (f.18,19)
· Copia simple del escrito folio **********, de diecinueve de agosto de dos mil diecinueve, signado por el Director General de Comunicaciones y Transportes, acto impugnado en el presente juicio (foja 20);

· Copia fotostática simple de la póliza **********, de doce de marzo de dos mil diecinueve, expedida por Seguros SURA, sociedad anónima de capital variable, (f. 21 a 24); 

· Copia fotostática simple de la factura folio y serie número **********, de cinco de junio de dos mil diecisiete, expedida por ********** (foja 25); 

· Impresión del comprobante fiscal digital por internet (********** **********, de veintiséis de agosto de dos mil diecinueve, expedido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas y su respectivo recibo de pago (foja 26); 

· Copia fotostática simple del comprobante fiscal digital por internet (cfdi), **********, de veintiocho de agosto de dos mil diecinueve, expedido por la empresa denominada “**********, **********; 
· Instrumental de actuaciones y
·  Presuncional legal y humana.

· Como hecho notorio se tuvo por admitida la Sentencia definitiva dictada dentro del expediente **********, del índice de este Tribunal, de conformidad con el artículo 61 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
A las autoridades demandadas.

· Copia fotostática certificada del nombramiento a favor del Director General de Comunicaciones y Transportes, de primero de marzo de dos mil diecinueve; ordenándose la devolución del referido nombramiento, previa copia certificada y toma de razón dejada en autos de este expediente, (f. 54);
· Copia fotostática certificada del oficio **********, de treinta y uno de julio de dos mil diecinueve (foja 55); 
· Copia fotostática certificada de las actuaciones correspondientes al expediente formado con motivo del Acta de Retiro de Vehículo no concesionario/no permisionario folio ********** -acto impugnado-, consistentes en:

a) Acta de Retiro de Vehículo no concesionario/no permisionario folio **********(f. 57 a 58);
b) Inventario de Vehículos Depositados número ********** de quince de agosto de dos mil diecinueve (f. 59);

c) Credencial para votar, expedida por el Instituto Nacional electoral, a favor de la parte actora (f. 60);
d) Factura folio y serie número **********, de cinco de junio de dos mil diecisiete, expedida por ********** (f. 61);

e) Tarjeta de circulación transporte privado, expedida por la Secretaria de Seguridad pública del Estado, a favor de la parte actora (f. 62);
f) Acta de comparecencia para solicitar la liberación de la unidad, de diecinueve de agosto de dos mil diecinueve, signados por la parte actora y la autoridad demandada (f. 63); 
g) Escrito folio **********, de diecinueve de agosto de dos mil diecinueve, signado por la autoridad demandada -acto impugnado- (f. 64); 

h) Impresión del comprobante fiscal digital por internet (cfdi) **********, de veintiséis de agosto de dos mil diecinueve, expedido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas (f. 65);
i) Oficio referente a la liberación del vehículo número **********, de diecinueve de agosto de dos mil diecinueve (f. 66);
· Presuncional legal y humana; y 
· Instrumental de actuaciones.
Finalmente, visto el estado de autos, se fijaron las once horas del treinta de octubre del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita. 

IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda y al de contestación a la demanda, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos  para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio de nulidad, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En lo que respecta al C. **********, la personalidad y acción de nulidad que ejercita en la presente vía contenciosa administrativa, por una parte, no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que su comparecencia a juicio es por su propio derecho, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y por lo que respecta a su acción de nulidad ésta resulta procedente en razón de la afectación que manifiesta resentir la parte actora al impugnar el acto administrativo consistente en -Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/No Permisionario-, con número de folio **********, documental que obra a fojas 57 y 58 del expediente en el que se actúa, mediante la cual fue retirado de su circulación y depositado en la pensión de la persona moral denominada “**********” el vehículo marca **********modelo**********color**********, con placas de circulación **********, propiedad del actor, lo cual acredita con la documental consistente en la carta factura **********, expedida por “********** con fecha de certificación “**********” a favor del hoy demandante********** (foja 20), adminiculada con la adminiculada con la copia fotostática simple de la póliza **********, de doce de marzo de dos mil diecinueve, expedida por ********** (fojas 21 a la 25); además de que en el oficio con folio **********, suscrito por el C. ********** en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes, el cual también fue señalado como acto impugnado, visible a foja 20 del expediente en el que se actúa, se menciona que le cobren al hoy actor una infracción consistente en TRESCIENTAS UMA(s), derivada del Acta de Retiro de Vehículo NO CONCESIONARIO / NO PERMISIONARIO anteriormente referida, adminiculado con el recibo de entero folio ********** expedido a nombre del hoy actor, en el que consta el pago de la multa impuesta.
En este sentido, a juicio del suscrito Magistrado, dichas consideraciones, le confieren a la parte actora legitimación procesal suficiente para actuar e intervenir en el presente juicio.

Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda **********, en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes y **********, en su carácter de Inspector Habilitado; ambos de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado; quienes para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el primero de los citados exhibió copia certificada del nombramiento que les fue expedido y el último, la copia certificada del oficio habilitante de inspector, expedido a su favor por parte del Director General de Comunicaciones y Transportes, los cuales obran agregados a fojas 54 y 55 de autos.

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de los actos consistentes en:  
 “La resolución contenida en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario folio **********, de 15 de agosto de 2019, emitida por el Inspector Autorizado de la Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno de Estado de San Luis Potosí, a través de la cual ordenó el depósito y custodia de un vehículo de motor, así como la determinación de la imposición de una multa, por supuestas infracciones a la Ley del Transportes Público vigente en el Estado” 
“El oficio de fecha 19 de agosto de 2019, con folio **********, emitido por ********** Director General de Comunicaciones y Transportes de San Luis Potosí, mediante el cual cuantifica la multa impuesta”

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su ampliación a la misma, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En este sentido, en consideración de este Juzgador, en la especie es necesario analizar entre otras cuestiones, lo relacionado con el interés jurídico por estar involucradas actividades regladas; así como actuaciones de las autoridades que requieren ser revisadas en cuanto a sus alcances jurídicos para efectos de su impugnación; lo cual se realiza en los siguientes términos:
a) Análisis del interés jurídico y legítimo
Al respecto, se debe de hacer mención que del escrito de cumplimento al requerimiento de este Tribunal por parte del actor, se desprende que la parte actora niega que haya prestado servicio de transporte público, tal y como lo manifiesta la autoridad demandada en el Acta de retiro controvertida, cuando el Inspector de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes refirió que la hoy actora se encontraba prestando un servicio de transporte público a terceros a título oneroso sin contar con la concesión o licencia correspondiente.
Por otra parte, del análisis del escrito inicial de demanda, tampoco se desprende que la parte actora con motivo de sus pretensiones quisiera obtener una sentencia favorable mediante la cual se le reconozca, permita o autorice realizar actividades reglamentadas vinculadas al transporte público de personas utilizando para ello el vehículo de su propiedad; para lo cual, en su caso, en consideración de esta Sala Unitaria sí tendría que acreditarse con documento idóneo –licencia, permiso o autorización dictada por autoridad competente- su interés jurídico para demandar en juicio los actos impugnados materia de la presente controversia, acorde a lo establecido en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, en el cual se establece textualmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

Por lo que se puede concluir que la parte actora cuenta con Interés jurídico suficiente para interponer el presente juicio de nulidad en contra de los actos impugnados; sin que pase inadvertido para esta Sala Unitaria, que si bien es cierto, los actos administrativos dictados o ejecutados por las autoridades gozan de una presunción de legalidad que por regla general debe ser desvirtuada por los particulares, cuando se sientan afectados en su esfera jurídica de derechos, como ocurre en el presente asunto; también lo es que ante la negativa de la parte actora de no encontrarse prestando el servicio de transporte público ni se advierte que su afectación consista en que a través de esa actuación administrativa se le estuviere impidiendo la realización de una actividad reglada respecto de la cual, la parte actora manifestara su inconformidad argumentando su derecho a ejercerla y por la cual tuviera que acreditar que cuenta con permiso, licencia o autorización correspondiente, es que no resulta aplicable lo establecido en el tercer párrafo del artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado y que en consecuencia, esta Sala Unitaria tuviera que decretar configurada la causal de improcedencia prevista en la fracción II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

b).- Análisis de la Orden de cobro
Por otra parte, se tiene que la actora señala como acto impugnado en su escrito inicial de demanda, el oficio con número de folio **********, de fecha diecinueve de agosto del dos mil diecinueve, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes, el cual es dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas, y en el que medularmente le solicito que efectuará el cobro a la parte actora de la infracción consistente en trescientas Unidades de Medida y Actualización, por haber infringido el artículo 132 de la Ley del Transporte Público vigente, tal y como se desprende del acta elaborada por personal de inspección de fecha quince de agosto del dos mil diecinueve; documento que obra a foja 20 del expediente en el que se actúa.
Al respecto, esta Segunda Sala Unitaria considera respecto de este segundo acto impugnado, la actualización de la causal de improcedencia prevista en la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con los artículos 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí.

Lo anterior, debido a que la actuación que se controvierte en esta vía contenciosa administrativa  - oficio con número de folio ********** - no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad previstos en el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; incluyendo en lo particular a los supuestos establecidos en sus fracciones I y XI, en las cuales se prevé como competencia de este órgano jurisdiccional conocer de aquellas controversias que se promuevan en contra de actos y resoluciones definitivas de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de sus organismos descentralizados cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento de carácter administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
Disposiciones jurídicas citadas que establecen textualmente lo siguiente:
Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:
I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

…

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;…”
Se afirma lo anterior, en razón de que conforme a las disposiciones jurídicas anteriormente citadas, las Salas Unitarias del Tribunal conocerán de aquellos juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones definitivas de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento de carácter administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; lo cual requiere invariablemente que exista una actuación de una autoridad administrativa que determine, ordene o ejecute un mandato en agravio de los particulares y que constituya por ende una resolución definitiva, respecto de la cual, este Tribunal esté en condiciones de emitir un pronunciamiento de legalidad.
Resolución administrativa que es definida en el artículo 3° fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en los siguientes términos:
 “ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:

…

XX. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”
De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución definitiva emitida por una autoridad estatal, municipal o de uno de sus organismos descentralizados, a efecto de que este Tribunal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada determinando para ello si la actuación de la autoridad es susceptible de ser impugnada en esta vía contenciosa administrativa en función de su afectación a un interés jurídico o legítimo del particular y, de ser el caso, si se ajustó a los lineamientos jurídicos que regulan su aplicación y que sustentarían su presunción de legalidad; en particular respecto de la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional.

De lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto o resolución definitiva” dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de las previstas por las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.

En este sentido, la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora de Finanzas, emitida por el Director General de Comunicaciones, de fecha diecinueve de agosto del dos mil diecinueve, al constituir una orden de cobro que gira el Director General de Comunicaciones y Transportes a la Oficina Recaudadora de Finanzas, con motivo de la infracción impuesta a la parte actora por infracción a la Ley de Transporte Público del Estado; no es susceptible de integrar una resolución administrativa a que se refiere el artículo 3° en su fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se trata de un acto administrativo que ponga fin a un procedimiento de manera expresa y que en consecuencia pueda analizarse si cumple con los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional; al tratarse solamente de una comunicación entre autoridades, la cual no se advierte que haya sido emitida con el propósito de afectar la esfera jurídica del gobernado; pues se trata de un documento emitido de una autoridad a otra, cuyo objeto es hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que debe de contener tales requisitos formales, por ser la que provocaría una molestia en la esfera jurídica del gobernado, resultando aplicable la siguiente tesis aislada:
“Época: Novena Época, Registro: 175530, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.15o.A.46 A, Página: 2057

ORDEN DE COBRO DE UNA MULTA DERIVADA DE UNA FALTA ADMINISTRATIVA. SU EMISIÓN NO SE ENCUENTRA REGIDA POR LA GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, PORQUE NO ESTÁ DESTINADA A AFECTAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS.
La emisión de la orden de cobro de una multa derivada de una infracción administrativa, no se encuentra sujeta a la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 constitucional, en tanto que no está destinada a afectar la esfera jurídica de los gobernados, pues sólo tiene por objeto hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción de esta índole; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que precisa de la satisfacción de tales requisitos formales, por ser la que provoca molestia en la esfera jurídica del gobernado. De lo que se sigue que la circunstancia de que en la orden de cobro de la multa no se plasme ninguna circunstancia de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa, de ninguna manera implica violación a la garantía de fundamentación y motivación.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Con base en lo expuesto, en razón de actualizarse la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede decretarse el sobreseimiento del acto consistente en el oficio con número de folio **********, de fecha diecinueve de agosto del dos mil diecinueve, emitido por el Director General de Comunicaciones y Transportes, el cual es dirigido a la Oficina Recaudadora de Finanzas, y en el que medularmente le solicita que efectué el cobro correspondiente a la parte actora, la infracción consistente en trescientas Unidades de Medida y Actualización, por haber infringido el artículo 132 de la Ley del Transporte Público vigente, tal y como se desprende del acta elaborada por personal de inspección de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil diecinueve, documental que obra a foja 20 del expediente en el que se actúa.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la empresa actora en su escrito inicial de demanda y de ampliación de la misma, los cuales se localizan a fojas de la 5 a la 16 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo planteado por la parte actora en el tercero de los conceptos de impugnación planteados en el escrito de ampliación de demanda, resulta fundado y por tanto suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado consistente en “El acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario folio **********, de 15 de agosto de 2019, emitida por el Inspector Autorizado de la Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno de Estado de San Luis Potosí, a través de la cual ordenó el depósito y custodia de un vehículo de motor”; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.
En el concepto de impugnación que se analiza la parte actora aduce que en relación al “ACTA DE RETIRO PARA VEHICULO NO CONCESIONARIO/ NO PERMISIONARIO”, esta contraviene el artículo 164 del Código Procesal Administrativo, así como el numeral 113 y 114 de la Ley de Transporte Publico vigente en el Estado, porque la persona que levantó dicha acta no acreditó tener el carácter de inspector, ya que no llevo a cabo una debida identificación, que el inspector omitió identificarse legalmente ante el conductor del vehículo propiedad del actor, puesto que no asentó en el acta ya mencionada que le haya exhibido al conductor del vehículo la credencial y constancia que demostrara su competencia para levantar el acta, señalando la fecha de vencimiento de la vigencia de dichos documentos; añade que niega lisa y llanamente la existencia de los documentos mediante los cuales el Director de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, hubiera facultado al inspector para ejercer facultades discrecionales, con la finalidad de levantar el acta de retiro y señalar la comisión de infracciones.

Como se adelantó, a juicio del suscrito Magistrado, el concepto de impugnación que hace valer el demandante, es fundado y por tanto suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado.

Se califica de fundado el argumento del actor ya que en primer término, resulta pertinente establecer que el acto impugnado constituye un acto de molestia según lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y para lo cual debe proceder mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento, en consecuencia la autoridad demandada no puede soslayar la obligación de fundar y motivar debidamente el mismo, cumpliendo con las formalidades establecidas para el procedimiento respectivo.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia P./J. 40/96, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

“ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCION. El artículo 14 constitucional establece, en su segundo párrafo, que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el artículo 16 de ese mismo Ordenamiento Supremo determina, en su primer párrafo, que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Por consiguiente, la Constitución Federal distingue y regula de manera diferente los actos privativos respecto de los actos de molestia, pues a los primeros, que son aquellos que producen como efecto la disminución, menoscabo o supresión definitiva de un derecho del gobernado, los autoriza solamente a través del cumplimiento de determinados requisitos precisados en el artículo 14, como son, la existencia de un juicio seguido ante un tribunal previamente establecido, que cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con anterioridad al hecho juzgado. En cambio, a los actos de molestia que, pese a constituir afectación a la esfera jurídica del gobernado, no producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sólo restringen de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger determinados bienes jurídicos, los autoriza, según lo dispuesto por el artículo 16, siempre y cuando preceda mandamiento escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento. Ahora bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto de autoridad impugnado como privativo, es necesario precisar si verdaderamente lo es y, por ende, requiere del cumplimiento de las formalidades establecidas por el primero de aquellos numerales, o si es un acto de molestia y por ello es suficiente el cumplimiento de los requisitos que el segundo de ellos exige. Para efectuar esa distinción debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la privación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perseguida por el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una restricción provisional.

En ese sentido todo acto de autoridad, debe ajustarse a los requisitos establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, tratándose de aquellas autoridades que practican diligencias de inspección como en el caso que nos ocupa, es incuestionable que para proteger la seguridad jurídica de los particulares, no debe soslayarse el propósito de dar a conocer al inspeccionado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en diligencias de tal naturaleza.

Ahora bien, el tema de la identificación de la autoridad y la circunstanciación de ese hecho en el acta circunstanciada que se emita con motivo del ejercicio de facultades de inspección, vigilancia, verificación y/o comprobación -fuera del domicilio de los particulares- tiene relación inmediata con el principio constitucional de seguridad jurídica, contemplado por el artículo 16 Constitucional en sus párrafos primero, octavo y undécimo en aras de proteger el derecho a la seguridad jurídica de los gobernados, que debe regir siempre los actos de molestia de las autoridades, impidiendo con ello su actuación arbitraria o lejana al derecho.

En ese tenor, los Tribunales Colegiados de Circuito han determinado que en las diligencias de inspección practicadas a vehículos automotores, deben satisfacerse, los requisitos constitucionales señalados en el artículo 16 constitucional para las visitas de inspección, dado que el mismo interés constitucional existe en que la privacía de los ciudadanos no sea afectada sin satisfacer ciertas condiciones mínimas que garanticen el respeto a la legalidad y en que no se afecten sus derechos patrimoniales sin esos mismos requisitos, si se trata de visitas en un inmueble, que en un vehículo de transporte, cualquiera que sea su clase, porque la misma razón constitucional existe para proteger la privacidad de los gobernados observando los requisitos que garanticen el respeto a la legalidad, tratándose de un bien inmueble que de un vehículo de transporte, lo que se desprende de las tesis aisladas emitidas por los Tribunales Colegidos de Circuito, que a la letra dicen:
VEHICULOS, ACTAS DE INSPECCION EN. En las visitas de inspección practicadas a vehículos automotores, deben satisfacerse, mutatis mutandis y en la medida de la posible, los requisitos constitucionales señalados en el artículo 16 constitucional para los cateos y las visitas de inspección, pues el mismo interés constitucional existe en que la privacía de los ciudadanos no sea afectada sin satisfacer ciertas condiciones mínimas que garanticen el respeto a la legalidad y en que no se afecten sus derechos patrimoniales sin esos mismos requisitos, si se trata de visitas en un inmueble, que en un vehículo de transporte, cualquiera que sea su clase. Pero si del acta misma de la inspección no aparecen, per se, las violaciones constitucionales o legales, de naturaleza formal, que el afectado le imputa, éste tendrá la carga de probarlas.”

SECUESTRO DE VEHÍCULOS EN VÍA PÚBLICA. REQUISITOS QUE DEBEN CONTENER LAS ACTAS DE INSPECCIÓN, SECUESTRO Y NOTIFICACIÓN DE PROCEDIMIENTO.-En términos de los artículos 42, 43 y 47 de la Ley de Registro Federal de Vehículos las autoridades administrativas están facultadas para realizar actos tendientes a comprobar la legal estancia en el país y la inscripción de los vehículos en el registro, así como el cumplimiento de las obligaciones fiscales relacionadas con los mismos, teniendo la facultad de secuestrar los vehículos cuando existan elementos que hagan presumir fundadamente, la comisión de alguna infracción de las previstas en las fracciones IV a XVII del artículo 40 de la ley de la materia. En la realización de dicho secuestro (entendiéndose como el medio a través del cual la autoridad pública tiende a restablecer el imperio de la legalidad mediante la incautación provisional de un bien mueble), se debe notificar al interesado el inicio del procedimiento y el plazo para ofrecer pruebas, debiéndose levantar acta en donde conste tal acto, el inventario del vehículo y la notificación de haberse iniciado el procedimiento. Ahora bien, las actas que al efecto se levanten deben cumplir con las formalidades prescritas para toda visita administrativa, consagradas en el artículo 16 constitucional como garantías de seguridad jurídica del gobernado, consistentes en que su levantamiento debe hacerse en presencia de dos testigos propuestos por el particular afectado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia en forma circunstanciada, debido a que, en primer lugar, la naturaleza de toda acta de inspección o de visita consiste en constituir constancias completas y fehacientes de los hechos a que se refieren, y en segundo lugar, porque la misma razón constitucional existe para proteger la privacidad de los gobernados observando los requisitos que garanticen el respeto a la legalidad, tratándose de un bien inmueble que de un vehículo de transporte.”

Así mismo sirven de apoyo a lo anterior por analogía, la Jurisprudencia cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE.Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada…”

Lo hasta aquí expuesto revela la intención de proteger la seguridad jurídica de las personas sujetas a una visita domiciliaria o una inspección ya sea de un bien mueble o inmueble, como lo es un vehículo automotor, lo que es concebible, entre otras cosas, con la debida identificación de los servidores públicos que realizan estos actos de molestia, con lo cual al Gobernado se le dan a conocer cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en esa diligencia, esto es, que en todo acto de molestia, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado de su seguridad jurídica, que significa entre otras cosas, como se ha venido mencionando, que el gobernado sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente.

En ese contexto, en relación a los requisitos que debe cumplir la debida identificación de la autoridad que realice estos actos de molestia, es de aplicación análoga la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues aunque trate sobre visitas domiciliarias que realicen los inspectores de la Procuraduría Federal del Consumidor, ya ha quedado establecido que tales visitas son equiparables al acto de molestia que constituye la inspección a vehículos automotores que consta en el acta impugnada:

VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR QUE LAS PRACTICAN. Los artículos 96 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y 95 de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización establecen, respectivamente, que las autoridades de la Procuraduría Federal del Consumidor están facultadas para realizar visitas de vigilancia y verificación, en los lugares donde se administren, almacenen, transporten, distribuyan o expendan productos o mercancías, o en aquellos en que se presten servicios, y que tales visitas se llevarán a cabo únicamente por personal autorizado, previa identificación vigente y exhibición del oficio de comisión respectivo. Del análisis de los numerales citados, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la identificación de los funcionarios que intervengan en la práctica de una visita domiciliaria ordenada por dichas autoridades en ejercicio de sus facultades de vigilancia y verificación, debe realizarse al inicio de la visita y ante la persona con quien se entienda la diligencia, describiéndose con claridad, en el acta respectiva, el documento mediante el cual se identifiquen y el oficio que los autoriza a practicarla y, en su caso, asentarse las fechas de expedición y de expiración de esas identificaciones, el órgano de la dependencia que las emite, el nombre y el cargo de quien las expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio, el número que le corresponda, el órgano y el titular de la dependencia, el nombre del autorizado, la persona a quien se dirige, el lugar y el objeto de la verificación o, en su caso, entregarle al visitado copia de ambos documentos para tener la plena certeza de que quien va a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el mandamiento y facultado para realizar el acto de molestia. “

Énfasis añadido

Así mismo es aplicable la Jurisprudencia con número de registro 175166, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice lo siguiente:
ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. REQUISITOS DE IDENTIFICACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE PRACTICA LA DILIGENCIA RELATIVA. Los artículos 121, fracción I (vigente en 1994) y 150, fracción I (vigente en 2002) de la Ley Aduanera disponen que la autoridad aduanera que practica el reconocimiento aduanero, el segundo reconocimiento, la verificación de mercancías en transporte o las facultades de comprobación, o embargue precautoriamente mercancías en los términos previstos por dicha Ley, debe identificarse al practicar las actas de inicio del procedimiento administrativo en materia aduanera practicadas fuera del domicilio de los gobernados (reconocimiento aduanero y verificación de mercancías en transporte). Ahora bien, con el propósito de que la autoridad aduanera cumpla debidamente con la obligación de circunstanciar dichas actas, deberá hacer constar su debida identificación, describiendo el documento mediante el cual se identifica, así como el oficio que la autoriza a practicar la actuación respectiva. Para estos efectos, deberá asentar las fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano de la dependencia que la emite, el nombre y el cargo de quien la expide, así como el de la persona a cuyo favor se otorga el documento con que se identifica; asimismo, la fecha de expedición del oficio u orden de verificación, el número que le corresponda, el órgano y el titular de la dependencia y el nombre del autorizado; o en su caso, agregar al acta y al tanto que se le entregue al verificado, copia fotostática de los documentos que contengan esos datos.

También es aplicable la tesis aislada, emitida por los Tribunales Colegiados, cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente.
INSPECCIÓN EN CENTROS FIJOS DE VERIFICACIÓN DE PESO Y DIMENSIONES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL. REQUISITOS QUE DEBEN CONSTAR EN LA BOLETA DE INFRACCIÓN QUE AL EFECTO SE LEVANTE EN CUANTO A LA DEBIDA IDENTIFICACIÓN DEL SERVIDOR PÚBLICO COMISIONADO PARA PRACTICARLA.

El artículo 70 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal establece la facultad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a través de los servidores públicos comisionados, de inspeccionar o verificar en centros fijos de verificación de peso y dimensiones que opera la propia secretaría, que los vehículos de autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte privado, cumplan con el reglamento y las normas oficiales mexicanas relativos. Así, del análisis del citado precepto, armonizado con el derecho fundamental de seguridad jurídica que tutela el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de dar certeza legal al gobernado y evitar, en consecuencia, la actuación discrecional de la autoridad administrativa al llevar a cabo la diligencia de inspección, en la boleta de infracción que al efecto se levante debe hacerse constar la debida identificación del servidor público comisionado que la practique, a través de la descripción clara tanto del documento mediante el cual se identifica como del oficio que lo comisiona a realizarla. Para esos efectos, habrán de asentarse las fechas de expedición y de expiración de la credencial, el órgano de la dependencia que la emitió, el nombre y el cargo de quien la expidió, así como el de la persona a cuyo favor se otorga; asimismo, la fecha de expedición del oficio comisión, el número que le corresponde, el órgano y el titular de la dependencia y el nombre del autorizado, o en su caso, agregar a la boleta de infracción y al tanto que se le entregue al particular, copia fotostática de los documentos que contengan esos datos, para que tenga plena certeza de que quien realizó la inspección está autorizado por la autoridad que emitió el oficio de comisión y facultado para efectuar el acto de molestia.

Conforme a los criterios de Sala y de los Tribunales Colegiados antes transcritos, respecto a la identificación de la autoridad, como elemento indispensable para tutelar el principio de seguridad jurídica a favor de los gobernados, que debe plasmarse en las actuaciones de la autoridad; se considera que la circunstanciación plasmada en las actas en que conste la actuación de la autoridad debe describir con claridad el documento con el cual se identifica el servidor público que la levanta, precisando los siguientes datos a saber:

a) El documento mediante el cual se identifica;

b) La fecha de expedición y expiración de dicho documento;

c) El nombre y cargo de quien lo expidió, así como el órgano de gobierno de que se trate;

d) El nombre de la persona a favor de quien se expidió.
Establecido lo anterior, debe tenerse en consideración  que tratándose de las funciones de inspección que realiza la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, el artículo 114 de la Ley de Transporte Público para el Estado establece que los inspectores o el personal habilitado, para realizar las funciones de inspección, están constreñidos a portar su identificación oficial y la orden emitida por el funcionario competente, para realizar la inspección de cualquier otra función que les sea encomendada. Normativo legal en referencia que dice textualmente lo siguiente.

ARTICULO 114. Los inspectores o el personal habilitado en los términos del artículo anterior, para realizar la inspección del boletaje, cobro de tarifas, horarios, itinerarios, uso de uniformes, gafete de los operadores, estado físico de las unidades de transporte público, o cualquier otra función que les sea encomendada, deberán contar con identificación y la orden emitida por el funcionario competente.
Del análisis del citado numeral, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que la identificación de los funcionarios que intervengan en la práctica de una diligencia de inspección ordenada por dichas autoridades en ejercicio de sus facultades de vigilancia y verificación, debe realizarse ante la persona con quien se entienda la diligencia, para tener la plena certeza de que quien va a realizarla está autorizado por la autoridad que emite el mandamiento y facultado para realizar el acto de molestia y por ende constituye una obligación a cargo de la autoridad verificadora el identificarse plenamente en los actos que emite, con la finalidad de no transgredir las garantías de los particulares. 

Vinculado con lo anterior los artículos 199 y 200, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable al acto impugnado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 163 del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalan lo siguiente:
“ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.”

“ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.”

De los preceptos anteriormente transcritos se desprende la obligación que tiene todo servidor público de identificarse ante el ciudadano, con la finalidad de que éste pueda cerciorarse de que el funcionario cuenta con la facultad correspondiente, es decir, que tratándose de las visitas de inspección y verificación; al iniciar la visita el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento, lo que comprende que el requisito de identificación, se instaura como inherente a todos los servidores públicos que ejerzan facultades de comprobación, verificación, inspección y vigilancia, pues ésta resulta ser indispensable a efecto de considerar cumplido el principio de seguridad jurídica tutelado por el artículo 16 Constitucional, sin omitir señalar que si bien es cierto, la protección mencionada se otorga específicamente ante los actos de molestia que violentan la privacidad del particular en su domicilio y con los actos realizados fuera del domicilio no se viola este derecho a la privacidad del mismo, también lo es, que fuera del domicilio puede llegarse a violentar un aspecto diverso del derecho de la privacidad de los gobernados, ahora respecto sus bienes muebles; por lo que las formalidades exigidas para las visitas domiciliarias deben ser igualmente aplicables, tanto en actos que molesten su privacidad en su domicilio, como en los que se les moleste su privacidad en sus posesiones o papeles.
En ese contexto,  mediante la circunstanciación de cómo se identificó el funcionario o autoridad que practica una diligencia, se conoce la calidad y facultades que permiten tener la certeza jurídica de que aquél forma parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y que está legalmente facultado para realizar funciones de Inspección en delegación de la autoridad competente para ello, así como también, se tiene la certeza de que cuenta con competencia para  actuar conforme lo hizo en el acto impugnado, pues se reitera sólo así se genera la certeza jurídica de que la actuación se llevó a cabo de manera legal por quien cuenta con competencia y facultades para ello. 

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto, el criterio que se considera aplicable por analogía y que dice: 

 “VISITAS DOMICILIARIAS. IDENTIFICACION DE LOS AUDITORES FISCALES, SU NECESIDAD Y ALCANCE. Tratándose específicamente de autoridades que practican diligencias de auditoría fiscal, es incuestionable que la protección de la seguridad jurídica de los gobernados plasmada en el artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, tiene el propósito de dar a conocer al visitado, cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia atribucional o delegada de quienes intervienen en diligencias de naturaleza tal y precisamente emanada, en parte esa necesidad de identificación, de la obligación legal de proteger al visitado en sus garantías individuales, ya que estas prácticas de inspección o visita pueden derivar una posibilidad de afectación a los intereses jurídicos de aquél; por lo que mediante la identificación del funcionario o autoridad que practique la diligencia, se conoce su calidad o características personales (personalidad), la certeza de que aquél representa a un órgano gubernativo que está legalmente facultado para ordenar o realizar representando al Estado, las funciones propias de autoridad que se le encomiendan por la ley (representación); y finalmente, que a su vez tienen facultades (cuestión de competencia) bien propias, o bien delegadas (con base, en el caso, en una orden de visita) para practicar legalmente las diligencias propias, en mención. Por lo que, así las cosas, no basta que en el acta que se levante al efecto, simplemente se diga que "el personal actuante se identificó ante el visitado", mediante la credencial relativa, máxime si se tiene en cuenta, asimismo, lo dispuesto por la fracción I del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, en lo referente a la forma en que deben practicarse dichas diligencias, de lo que se sigue que la identificación cuestionada, por ser un hecho que las integra, debe hacerse constar en forma detallada.

Consecuentemente, para que se considere que el funcionario que realizó el acto de molestia se identificó plenamente, resulta concluyente para esta Sala Unitaria que conforme a los criterios antes transcritos, deben quedar asentados en el acta correspondiente todos los datos relativos a la identificación, tales como el documento mediante el cual se identificó, las fechas de expedición y expiración de la identificación, el nombre y cargo de quien expidió el documento identificatorio, el órgano de gobierno que lo expidió y el nombre de la persona a favor de quien se expidió, o en su caso que a la acta que se levante se anexe copia de la identificación, de la cual se desprendan los datos ya mencionados. 

De lo que se sigue que es ineludible para el personal que realiza una inspección, llevar a cabo la circunstanciación, en el acta correspondiente, de la forma en cómo fue que se identificó ante el particular inspeccionado señalando en ella los datos relativos no sólo de los documentos con que se ostentó al momento de iniciar la verificación correspondiente sino que en realidad fue con los que se identificó plenamente ante el particular para considerar debidamente cubierto el requisito establecido en el artículo 199, del multicitado Código Procesal, en virtud de que, de la fracción VII del artículo 201
, del mismo ordenamiento legal se desprende la obligación de hacer constar los datos relativos a la actuación, tal como es la forma en que se identificó con el particular inspeccionado, pues ante la falta de cualquiera de los requisitos, se incurriría en una violación grave en contra del derecho a la seguridad jurídica del Gobernado, dado que no tendría la certidumbre de la representación, competencia y personalidad de la persona que realiza el acto de molestia. 
Ahora bien, en el caso que nos ocupa obra agregada autos a fojas 18-19 y 57-58 del expediente en que se actúa, en copia simple exhibida por el actor y copia fotostática certificada exhibida por la autoridad, la documental consistente en el “ACTA DE RETIRO PARA VEHÍCULO NO CONCESIONARIO / NO PERMISIONARIO” que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, cuya imagen se digitaliza a continuación 

(Imagen digitalizada)
De la lectura del acta impugnada se desprende que para el inicio del levantamiento de la referida acta, el inspector de nombre **********, señaló encontrarse en el municipio de San Luis Potosí, en el estado del mismo nombre, a las 21:36 horas del día quince de agosto de dos mil diecinueve, y que se identificó con el carácter de inspector autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, de acuerdo al Gafete número **********, expedido por el Secretario de Comunicaciones y Transportes en el Estado, además de eso, para apoyar su actuación señaló el oficio de asignación número **********, emitido el treinta y uno de julio de dos mil diecinueve, por el Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado. 
De esta manera, se advierte que la identificación número **********con la que se ostentó el servidor público carecía de fecha de expedición a efecto de corroborar la vigencia al momento en que se realizó el acto administrativa que dio lugar a la imposición de la multa determinada mediante el acta de comparecencia de fecha diecinueve de agosto del dos mil diecinueve, que levantó la autoridad demandada al hoy actor y cuya documental obra agregada a foja 63 de autos por haber sido remitida por la autoridad demandada al contestar la demanda.

No obsta a lo anterior que en la citada acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario, en la parte de descripción de los hechos (datos relativos a la actuación) se hace referencia nuevamente al gafete número **********y se señala como vigencia del mismo el “30 de septiembre del 2019”, pues lo relativo a la vigencia en primer término debía constar señalado pormenorizadamente en el apartado correspondiente del acta impugnada, y en segundo término se debe señalar  tanto la fecha de expedición del documento identificatorio como la fecha de expiración de dicho documento, para que con ello cubriera su carga probatoria de demostrar haberse identificado plenamente.
Además de lo anterior, en la parte de descripción de los hechos de la citada acta, también se hace referencia nuevamente al oficio de asignación **********, y como vigencia del mismo señala “del 01 al 31 de agosto” fecha esta, diferente a la que estableció en la parte inicial del acta que fue “31 de julio 2019”, ello al señalar textualmente en lo conducente lo siguiente:
“…. en mi carácter de inspector autorizado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes  en el Estado, de acuerdo al Gafete con número **********, expedido por **********, Secretario de Comunicaciones y Transporte en el Estado, y de acuerdo al oficio de asignación número **********, de fecha **********…”

“(……) al realizar funciones de vigilancia e inspección me percate que circula un vehículo particular marca ********** color **********con 2 personas en asiento trasero sobre ********** por lo que se le indica hacer alto frente al estacionamiento Administrativo de la Feria Nacional Potosina por lo que previa identificación como inspector de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado con Gafete número ********** con vigencia al 30 de septiembre del 2019 y oficio de comisión número ********** con vigencia del 01 al 31 de Agosto procedo entrevistar al conductor (…)”
El resaltado con negrilla es propio.
Sin embargo, tal señalamiento resulta insuficiente para tener por colmado el requisito de identificación del Inspector, ya que del contenido del acta que se analiza no se advierte que efectivamente el Inspector se haya identificado de manera plena con el particular inspeccionado, tal como lo establece el artículo 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado en relación con el 114 de la Ley de Transporte Publico vigente en el Estado, pues en ninguna parte de dicha acta aparece establecido que el inspector le haya mostrado al particular  al iniciar la inspección respectiva la credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acreditaba para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 y 199 del citado Código, de la que de acuerdo a este último precepto deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante.

Es decir, era menester que se asentara en dicha acta los datos relativos a la identificación como son la fecha del documento identificatorio, el nombre de quien lo expide, precisar su fecha de expedición y expiración, en la medida que de las prácticas de inspección, pueden derivar posibles afectaciones a sus intereses jurídicos, como en el caso que se analiza aconteció, primero con la privación temporal de la posesión del vehículo y posteriormente con la determinación de la sanción pecuniaria combatida. 

En ese tenor, no basta que el demandado señalara de manera muy puntual que procedió a identificarse como inspector de la Secretaría, pues al ser el “Acta de retiro de vehículo permisionario/concesionario” el único documento en donde se puede corroborar que en la actuación correspondiente se siguieron los lineamientos establecidos para llevar a cabo ese tipo de actuaciones, tales como los previstos en los artículos 197 y 199 del multicitado Código que establecen la obligación de identificarse plenamente ante el inspeccionado, impera la obligación de plasmar en dicha acta los datos precisos.

Asimismo, no obsta a la determinación de esta Sala la manifestación que hace la autoridad en su escrito de contestación de demanda donde señala que el levantamiento del acto impugnado fue por inspector habilitado, al señalar:

 “El Director General de Comunicaciones y Transportes se encuentra facultado para designar inspectores y facultarlos para la imposición de infracciones a concesionarios permisionarios u operadores del Servicio Público de Transporte en las áreas de su competencia, por violaciones a la Ley de Transporte Publico del Estado; y su ejercicio de ésta atribución expidió el oficio de Asignación dirigido al inspector  aquí demandado, con la finalidad de habilitarlo como inspector de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, para efectuar las labores de vigilancia, inspección y aplicación de las medidas de seguridad a los vehículos y operadores del servicio de transporte en sus diversas modalidades, así como respecto de vehículos y operadores que presten indebidamente el servicio de transporte; y fue con base en éste documento que el inspector habilitado realizó el Acta de Retiro de Vehículo No concesionario/No permisionario de la que se duele la parte actora”

Sin embargo, para tener por cumplido el requisito de identificación del inspector que levantó el acto que se controvierte, resultaba indispensable hacer constar en el contenido de la -Acta de retiro para vehículo no concesionario/no permisionario- los datos relativos a la identificación, como número de folio del documento identificatorio, cargo del portador de tal documento y el nombre y cargo del funcionario que la expidió, así como la fecha de expedición y expiración del mismo, para que con ello cubriera su carga probatoria de demostrar haberse identificado plenamente; de ahí que se estime que el argumento del actor en el sentido de que el funcionario que levantó el “Acta de retiro para vehículo no concesionario/no permisionario” no se identificó, sea fundado al no haber demostrado lo contrario la parte demandada.

Por lo tanto, toda vez que el personal actuante omitió circunstanciar los elementos de identificación en el Acta de retiro para vehículo no concesionario/no permisionario, combatida que culminó a su vez con la imposición de la infracción consistente en trescientas unidades de medida y actualización, se contravinieron los principios constitucionales y legales aplicados que garantizan la seguridad y certeza jurídica del gobernado, que trasciende a las defensas del particular.

Lo anterior con sustento por analogía en el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización rubro y contenido es el siguiente.
VISITAS DE INSPECCION PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LEYES O REGLAMENTOS MUNICIPALES. EN LAS ACTAS QUE SE LEVANTEN CON ESE MOTIVO, DEBEN PRECISARSE EN FORMA DETALLADA LOS DATOS DE LA ORDEN RESPECTIVA, ASI COMO LOS MEDIOS QUE EL INSPECTOR UTILIZO PARA IDENTIFICARSE.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 constitucional cuando las autoridades administrativas practiquen una visita domiciliaria para cerciorarse que se ha cumplido con una determinada ley o reglamento municipal, es necesario que se sujeten a las formalidades prescritas para los cateos, es decir, deberán de levantar un acta en la que señalen en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubiesen suscitado al practicarse la susodicha visita. Ahora bien, para dar cabal cumplimiento al artículo de la ley suprema invocada, resulta indispensable que en el acta de verificación que se realice con motivo de la visita, se establezcan en forma pormenorizada los datos de la orden que autorizó a practicar esta última, señalando igualmente quién fue la autoridad que la emitió para que así el particular esté en aptitud de determinar si el acto de molestia fue emitido o no por autoridad competente, asimismo, en el acta de la visita domiciliaria, el visitador tiene la obligación de asentar en forma detallada cuáles fueron los medios que utilizó para identificarse ante el visitado, para que a su vez éste se encuentre en la posibilidad de cerciorarse si la persona que practica la verificación, es la misma que se encuentra autorizada para ello, por lo tanto si en el acta correspondiente no se hicieron constar todas estas circunstancias, es evidente que la misma resulta ilegal y violatoria de las garantías individuales del particular…”

“VISITAS DOMICILIARIAS. LOS VISITADORES QUE INTERVENGAN DEBERÁN CONTAR CON IDENTIFICACIÓN VIGENTE TANTO AL INICIO DE LA VISITA COMO DURANTE TODO EL PROCEDIMIENTO. No basta que la visitadora se hubiere identificado plenamente y a satisfacción del contribuyente con credencial vigente cuando se realizó el acta parcial de inicio, porque si el lapso de vigencia feneció durante el desarrollo de la visita fiscal que se estaba practicando y, no obstante ello, dicha visitadora continúa solicitando información y documentación al contribuyente, se hacía necesario que ésta hubiera acreditado plenamente que continuaba en su encargo como empleada de la autoridad fiscal, para garantizar la debida seguridad jurídica al particular, en exacto cumplimiento del artículo 44, fracción III, del Código Fiscal de la Federación y de la tesis 6/90 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 135 del Tomo VI, Primera Parte, julio a diciembre de 1990, Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, de rubro: "VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACIÓN DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN.", sin que sea dable que con posterioridad y en la contestación de la demanda la autoridad pretenda justificar, con un informe interno, la vigencia del nombramiento del visitador, porque este documento no fue del conocimiento del contribuyente al momento de los hechos impugnados y no corresponde a la autoridad subsanar los errores con posterioridad a ellos…”

En razón de lo antes expuesto y al quedar demostrado que al momento del levantamiento del acta impugnada se violó lo dispuesto en los artículos 114 de la Ley de Transporte Publico vigente en el Estado, 164 fracciones I y V, 165 fracción I, 197 y 199, los últimos dos en relación con lo previsto en la fracción VII del diverso 201, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues con tal actuación se dejó en estado de indefensión al actor al no encontrase acreditado que la autoridad demandada contaba con facultades para actuar en la forma en que lo hizo, pues no se identificó de manera plena y adecuada, en consecuencia, de conformidad con lo establecido en la fracción II del artículo 250 y 251 del mencionado Código resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acta de retiro de vehículo concesionario/permisionario de quince de agosto de dos mil diecinueve, con folio **********, por lo que se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA dejándola sin efecto legal alguno.

En ese orden de ideas, misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen el “Acta de Retiro de Vehículo No Concesionario/ No Permisionario” de quince de agosto de dos mil diecinueve, con folio **********, que ha sido declarada nula, como lo fue el acta de comparecencia ante el Director General de Comunicaciones y Transportes, de fecha diecinueve de agosto de dos mil diecinueve en la que se determina sancionar a la accionante con trescientas unidades de medida y Actualización,  así como también el pago de la infracción que realizó el actor y que consta en el recibo **********expedido con fecha “26/08/2019” por Oficina Recaudadora D.T.P., de la Dirección General de Ingresos; documentales visibles a fojas 26 y 63 de autos que merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72 del Código antes referido, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad.

Sirve de apoyo a esta consideración, la Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Informe de Labores del año de 1979, rendido por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, páginas 39 y 40, cuyo tenor es el siguiente:

“FRUTOS DE ACTOS VICIADOS.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darle valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechados por quienes las realizan, y por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; y en el caso se encuentra acreditado que mediante el recibo **********expedido con fecha “26/08/2019” por la Oficina Recaudadora D.T.P., de la Secretaria de Finanzas (foja 26), el hoy actor realizó el pago de la infracción, derivada de la actuación declarada ilegal, pago que, al haberse declarado ilegal la actuación de la que derivó, se considera que el demandante no debe resentir, pues el mismo constituye un pago de lo indebido, por lo que, se ordena a la autoridad demandada (Secretaría de Comunicaciones y Transportes), para que por conducto de quien corresponda, proceda a realizar todas las gestiones necesarias hasta que quede debidamente reintegrada al C. **********, la cantidad de **********(cuarenta y tres mil trescientos cuarenta y ocho pesos, 00/100, M.N.).

Así mismo, en cuanto al pago por concepto de Servicio de Grúa y Pensión, se ordena a la autoridad demandada llevar a cabo el trámite ante la instancia correspondiente, con la finalidad de que le sea reintegrada la cantidad de **********, según se acredita con el recibo que dice en la parte superior “**********”, expedido por la persona moral denominada “********** visible a fojas 27 de autos que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 del Código antes referido.

Lo anterior con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados que es de aplicación por analogía al caso en particular y que dice de la siguiente manera.  
Época: Décima Época, Registro: 2021136, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h, Materia(s): (Administrativa), Tesis: XXII.3o.A.C.3 A (10a.) 
SERVICIOS DE SALVAMENTO, ARRASTRE Y DEPÓSITO DE VEHÍCULOS. CUANDO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SE DECRETA LA NULIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA AL PARTICULAR, CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA EL PAGO RELATIVO O, EN SU CASO, SU DEVOLUCIÓN (INTERPRETACIÓN DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 40 DE LA LEY DE SERVICIOS AUXILIARES DEL TRANSPORTE PÚBLICO DEL ESTADO DE QUERÉTARO).

El precepto citado dispone que la liberación de vehículos ordenada por autoridad judicial o administrativa, no exenta al "interesado" de la obligación de pago por los servicios de salvamento, arrastre y depósito, aun ante la revocación o declaración de nulidad del acto que los generó. En estas condiciones, si bien en términos generales debe considerarse que el particular sujeto de la sanción administrativa es el "interesado", por ser el usuario indirecto del servicio, al provocar la actividad sancionadora estatal de la que derivó la prestación de esos servicios auxiliares, lo cierto es que de una interpretación conforme de dicho numeral, apoyada en el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de completitud, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el principio pro persona y atento a que en los artículos 8 y 58, fracciones II y IV, inciso b), de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo del Estado de Querétaro, fue intención del legislador restituir al particular en el goce de sus derechos violados y hacer a la autoridad responsable de las faltas en que incurra, se colige que cuando en el juicio contencioso administrativo se decreta la nulidad de la sanción impuesta al particular, la autoridad demandada se coloca como usuario directo del servicio y, por ende, como el "interesado" en recuperar el vehículo, con la consecuente obligación de cubrir el pago por los servicios de salvamento, arrastre y depósito de vehículos, por haber incurrido en una actuación viciada en perjuicio de aquél y, en caso de que se hubiera cubierto el costo correspondiente, debe condenarse a su devolución, ya que de esa manera no se exenta de pago al "interesado" ni se priva al concesionario, ajeno a la controversia, de su derecho a cobrarlos.

[El resaltado en negrilla y subrayado es propio.]
En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la Acta de Inspección con número de folio ********** en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento parcial del juicio, respecto del acto consistente en “la orden y/o instrucción de cobro de infracción, emitida por el Director General de Comunicaciones y Transportes ********** y dirigida a la Oficina Recaudadora Finanzas, contenida en el oficio con folio **********, de fecha 19 de agosto de 2019.
TERCERO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana del acta de retiro de vehículo concesionario/ permisionario de diez de agosto de dos mil diecinueve, con folio **********, y en consecuencia de los actos derivados de dicha acta como es; el acta de comparecencia ante el Director General de Comunicaciones y Transportes, de fecha ********** en la que sanciona a la demandante con trescientas unidades de medida y Actualización, así como también, el pago de la infracción que consta en el recibo **********y del**********Servicio de Grúa y Pensión, por derivar de un acto declarado nulo; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
CUARTO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a las demandadas 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rubricas.
	

	 “Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
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� Artículo 201. En las actas se hará constar.
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